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Causa n° 52.757                “N., A.M. c/
                                M., M.A y otra.
                                Daños y perjuicios”.                      

                           Juzg. Civ. y Com. Nº 3 – Azul.                        

                                 Reg....74.......Sent.

En la ciudad de Azul, a los      13    días del mes de Agosto del año Dos Mil Nueve, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial Departamental, Sala II, Doctores Víctor Mario Peralta Reyes y Jorge Mario Galdós, encontrándose en uso de licencia la Dra.Ana María De Benedictis (arts.47 y 48 ley 5.827), para dictar sentencia en los autos caratulados: “N., A.M. C/M., M.A Y OTRA. DAÑOS Y PERJUICIOS” (Causa Nº52.757), habiéndose procedido oportunamente a practicar la desinsaculación prescripta por los arts. 168 de la Constitución Provincial, 263 y 266 del C.P.C.C., resultando de ella que debían votar en el siguiente orden: Dr. GALDÓS – Dr. PERALTA REYES – Dra. DE BENEDICTIS. 

         Estudiados los autos, el Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:

- C U E S T I O N E S -

         1ª.- ¿Es justa la sentencia de fs. 466/477?.

         2ª.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?.

- V O T A C I Ó N -

         A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Señor Juez Doctor GALDÓS, dijo:                                 

         I. A.M. N., en ejercicio de su propio derecho y en representación de sus hijos menores de edad -L. D. C. (12 años, fs. 5) y R. M. N. (17 años, fs. 4)-, reclamó el resarcimiento de los daños ocasionados por el accidente de tránsito acaecido el 31/01/2001, aproximadamente a las 14,50 horas. Según se alegó, el hecho ocurrió en zona urbana de la ciudad Las Flores, participando un ciclomotor Zanella –conducido por R. M. N., viajando con él su hermano L. D. C.- y una camioneta Ford F-100. Se incluyó en la demanda como rubros a resarcir la incapacidad sobreviniente, costo de terapia psicológica, daño moral, gastos médicos, farmacéuticos, ortopédicos y de traslado; solicitó la adición de intereses moratorios y la imposición de las costas. Los daños se estimaron en la suma de $ 60.450,00. La demanda se entabló contra la señora M.A M., conductora de la camioneta; quedando también citada a juicio la señora M.D. Del G., denunciada como titular registral de la camioneta Ford F-100 (RSY-334). Se pidió, además, la citación en garantía de Provincia Seguros S.A., por ser la aseguradora de la propietaria de la camioneta. Adujo que la conductora de la camioneta que fue condenada en sede penal, circuló a velocidad excesiva, careciendo del control del vehículo. Los emplazados litisconsorcialmente buscaron la exoneración de responsabilidad alegando que, R. M. N., conductor del ciclomotor, circulaba a velocidad excesiva y que violó la prioridad de paso que le correspondía a la conductora de la Ford F-100 (fs. 105/111 vta., fs. 123 y vta. y fs. 143 y vta.).

         II. 1) El señor Juez de primera instancia dictó sentencia a fs. 466/77 acogiendo la demanda. Valoró como aplicable al caso el artículo 1113 del Código Civil, advirtiendo que se trata de daños causados por el riesgo o vicio de la cosa, debiendo entonces primar el factor de atribución objetivo que dicha norma consagra. Juzgó probado que el menor R. M. N. cruzaba la intersección de avenida Carmen y calle Almirante Brown, conduciendo un ciclomotor Zanella a baja velocidad, habiendo logrado completar más de la mitad del cruce por lo que de este modo la accionada perdió la prioridad de paso de quien circula por la derecha. Destacó que la demandada transitaba por la avenida Carmen, haciéndolo a velocidad superior a la permitida; por ello, agrega, no pudo frenar a tiempo para evitar la colisión con el ciclomotor que cruzaba circulando por Almrirante Brown, quedando demostrado que actuó con impericia o falta de atención al tránsito, careciendo del pleno dominio sobre la camioneta. Señaló también, que la accionada se desplazaba a una velocidad superior a los 50 km/h y que el ciclomotor fue impactado en su lateral derecho con el extremo izquierdo del paragolpe delantero de la camioneta, al cabo de una violenta frenada. Valoró las declaraciones testimoniales brindadas por testigos presenciales (fs. 255, 256 y 258) y la pericia mecánica (fs. 380/383); elementos de convicción que se relacionan con la velocidad de la camioneta. En cuando a la prioridad de paso consideró que se aplica en las bocacalles cuando ambos vehículos llegan al mismo tiempo y siempre que se respeten las velocidades permitidas en cruce urbano sin semáforo (30 km/h); siendo que el ciclomotor circulaba a unos 20 km/h, concluyó que si el conductor de la camioneta hubiera respetado el límite de velocidad, el accidente se hubiera evitado. Quedó definido en el fallo que la conducta de la demandada actuó como causa eficiente en la producción del daño (arts. 1111 y 1113, Código Civil).

         En cuanto a los daños resarcibles, tuvo por acreditadas la incapacidad sobreviniente de ambos actores, el daño moral y los gastos médicos. Con respecto a la incapacidad fueron valoradas la prueba documental e instrumental, historias clínicas y pericias (fs. 262/283, fs. 285/289, fs. 403/434, fs. 213/229 y 304/306). Las incapacidades parciales y permanentes fueron fijadas en un 46 % en el caso de R. M. N. y 12,70% para L. D. N.. Para cuantificar dicho rubro destacó la fecha del accidente, la edad de cada víctima y las consecuencias explicitadas en la pericia médica; fijando la suma de $ 10.000 para L. D. N. y $ 25.000 para R. M. N.. Respecto del daño moral estimó relevante la pericia psicológica (fs. 325/329 y fs. 344). En el caso del menor L. D. C. se detectaron los rasgos patológicos de desvalimiento estructurado; mientras que, en R. M. N., se diagnosticó una neurosis traumática severa, afectando su personalidad y alterando su desarrollo; sumándose una neurosis traumática familiar por cambio de vida e incidencia en proyectos futuros. Estimó que ambos requieren tratamiento y seguimiento. En definitiva, se otorga a L. D. la suma de $ 4.000 y a R. M. la suma de $ 8.000 (fs. 475). Con relación a los gastos en medicamentos, farmacéuticos, prótesis y traslados, juzgó que debe resarcir a los progenitores de los menores, pues corresponde compensar las erogaciones realizadas por quienes menores de edad representados. El rubro quedó cuantificado en $ 3.500.-. En definitiva, la demanda prosperó por la suma global de $ 50.500, con más los intereses moratorios que mandó calcular desde el día del hecho y hasta el día del pago, aplicando la tasa pasiva que abona el Banco de la Provincia de Buenos Aires para las operaciones (depósitos) a 30 días.
         Con sustento en los arts. 15, 16, 512, 1068, 1069, 1078, 1079, 1109, 1113 y concs., del Código Civil y condenó a las demandadas M.A M., M.E. del G. y a la citada en garantía Provincia Seguros S.A., a resarcir los daños cuantificados dentro del plazo de diez días de quedar firme la sentencia, con costas.

         2. Ambas partes apelaron el fallo. 

         La actora lo hizo a fs. 478, siéndole  concedido libremente (fs. 479). Expresó agravios (fs. 498/500 vta.), se dispuso la sustanciación (fs. 507), resultando contestados por los apelados (fs. 510/513).

         También recurrieron las demandadas y la citada en garantía (fs. 481), apelación que les fue concedida libremente (fs. 482). Expresados los agravios en tiempo y forma (fs. 501/506 vta.) y sustanciados (fs. 507), recibieron respuesta de los apelados (fs. 508/509 vta.).

         3. Los agravios de los actores (fs. 498/500 vta.) se relacionan: a) Con la cuantificación del rubro incapacidad sobreviniente, quejándose por ser demasiado bajo, requiriendo su elevación según la prueba rendida; b) Con la omisión de tratamiento  del rubro costo de terapia y seguimiento psicológico, que se considera probado mediante la pericia practicada en autos, solicitando se conceda por las sumas de $ 3.780 para L. D. y $ 12.960 para R. M.; c) Por resultar bajos los gastos de medicamentos, farmacéuticos, prótesis y traslados otorgados, porque en definitiva sólo prosperaron por $ 3.500.- que es la mitad de lo reclamado. 

         A su vez, las demandadas y la citada en garantía se agravian por la atribución de responsabilidad y la cuantificación de los daños. Señalan que: a) El conductor de la camioneta al circular por la avenida, según la ley 11.430 (texto según ley 11.768), tenía prioridad de paso; no verificándose en el presente caso ninguna circunstancia que justifique excepción a la regla; b) La conducta del conductor del ciclomotor residió la relación causal adecuada de las lesiones sufridas, dado que violó la norma que le imponía ceder el paso al conductor de la camioneta; es decir, que la culpa de la víctima interrumpió totalmente le nexo de causalidad entre el hecho generador y el daño sufrido; c) La velocidad máxima en las avenidas es de 60 km/h, incurriendo en absurdo el Juzgador al enrostrarle al conductor de la camioneta el 100% de responsabilidad; d) Los rubros daño emergente, lucro cesante, incapacidad sobreviniente y daño moral; fueron cuantificados de modo excesivo al no respetarse las pautas de prudencia, equidad y reparación y generarse así un enriquecimiento injustificado.

         A fs. 516/518 dictaminó la Asesora de Incapaces y a fs. 519 se practicó el sorteo de ley, encontrándose el expediente en condiciones de ser resuelto. 

         III. 1. En lo atinente a la responsabilidad civil, el agravio de la demandada debe prosperar parcialmente porque ha mediado contribución causal paritaria en el resultado final dañoso. 

         Comienzo por señalar que a raíz de las lesiones graves y leves que sufrieron los menores, se sustanció ante el Juzgado Correccional nº 2 con sede en Azul, la causa penal 1/5835. En dicho proceso se dictó sentencia condenando a la conductora de la camioneta M.A M., por ser autora penalmente responsable del delito de lesiones graves y leves (fs. 193/198). Respecto de la materialidad del hecho (acta policial fs. 1/1 vta.; croquis fs. 2/2 vta.; informe policial fs. 6; certificados médicos fs. 6 vta. y fs. 7; informe médico fs. 24; historias clínicas fs. 25/25 vta., fs. 26, fs. 45/79; informe técnico mecánico fs. 13 y vta; fotos fs. 18/22; documental fs. 29 y fs. 33 y vta.; actas de entrega fs. 30 y fs. 31; certificados de nacimiento fs. fs. 37 y fs. 38; pericia accidentológica fs. 94/95 vta.; plano fs. 96; declaraciones 4 y vta., fs. 5 y vta., fs. 28 y vta. y fs. 35 y vta.): se acreditó que el 21/01/2001, siendo las 15,00 horas, que A.M. M. conducía la camioneta Ford F-100 (RSY 334) por la avenida Carmen de la ciudad Las Flores (dirección SE-NE); que al llegar a la intersección con la calle Almirante Brown inició el cruce sin adoptar los recaudos necesarios de prevención y prudencia, manteniendo una velocidad superior a la permitida para trasponer una encrucijada; que en dichas circunstancia colisionó contra el lateral derecho de un ciclomotor Zanella que conducía R. M. N., circulando por la calle Almirante Brown, y que su hermano L. D. C. viajaba en el asiento de atrás. En cuanto concierne a la autoría responsable, con base a la prueba producida se tuvo por acreditado: que las lesiones graves y leves fueron producidas por A.M. M. (fs. 194/195), que fue determinante del hecho lesivo su conducta, a tenor de las conclusiones de la pericia accidentológica (fs. 195); que la imputada que manejaba la camioneta sólo después de haber visualizado el ciclomotor inició el proceso de frenado, quedando confirmado el exceso de velocidad por las huellas (fs. 195); que obró de manera imprudente, violando el límite de velocidad (30 km/h) para el cruce de calles sin semáforos, dado que se desplazaba a 51,30 km/h, convirtiéndose en la causal eficiente de la producción del daño (fs. 196 vta.).
         La sentencia penal condenatoria proyecta sus efectos en sede civil y hace cosa juzgada en lo atinente al hecho principal decidido (art. 1102 Cód. Civil; cf. SCBA, Ac 55.369, sentencia del 22-8-1995, “Bergamini”; íd., Ac 65.895, sentencia del 6-7-1999, “Acosta”; íd., Ac 72.490, sentencia del 13-9-2000, “Garciandia”; id., Ac 85.461, sentencia del 18-11-2003, “Talledo”; íd., C 98.848, sentencia del 3-12-2008, “Antognozzi”) pero no impide analizar la concurrencia de culpas (esta Sala, causas nº 49.905, 30/11/06, “Brooks...” y nº 52.047, 23/09/08, “Moroni de Collazo...”, ambas con mi voto). En efecto y sobre el tema decidió este Tribunal que según el art.1102 del Cód.Civil  “no obsta examinar la eventual concurrencia de culpas –vertido el término “culpa” en su sentido tradicional- o lo que el art.1111 de ese cuerpo normativo califica de “culpa de la víctima”; es decir es dable analizar en sede civil la culpa o el dolo o el hecho o comportamiento concurrente de la víctima o de un tercero (Kemelmajer de Carlucci Aida, “Código Civil Anotado”, Dir.: Belluscio – Coord.: Zannoni, T.5, p.308; Vélez Mariconde Alfredo “Acción Resarcitoria”, p.221/222; esta Sala Causas N°41578, 9/11/2000 “Lecuona”; N°42642, 28/08/01, “Castillos de Villamarín”, D.J.J. 161-189).

         2. Por ende no puede ser revisada la circunstancia de que M. conducía la camioneta por la Avenida Carmen de la ciudad de Las Flores a velocidad excesiva (51,30 km./h., según la pericia del oficial policial técnico en accidentología vial de fs. 94/96 de la causa penal; coincidente con la del perito ingeniero oficial de fs. 114/116 de esa causa y similar a la aquí informada por el perito interviniente a fs.379/382 y 391/393; arts. 901, 906, 1101, 1102 y 1113 Cód. Civil). Pero ello no obsta valorar la incidencia causal del comportamiento de N., el conductor de la moto, quien no respetó la prioridad de paso de quien circula por la derecha y por una avenida, esto es por la vía principal (art. 57 inc. 2, ap. c ley 11.430 T.O. ley 11.768). 

         La camioneta transitaba por la avenida Carmen de Las Flores de doble mano, mientras el ciclomotor lo hacía por la calle Almirante Brown de mano única y debió frenar y ceder el paso (S.C.B.A. Ac.76.618, 08/06/2005, “Salinas”;  Ac.87.234, del 29/08/2007, “Landi”; C 93.902, del 11/06/2008, “Mostajo”; esta Sala II, Causas 48.497,  16/08/2005, “Marmolería”; Causa 51.536, 07/02/2008, “Pullol”; Causa 51.507, 04/03/08, “Gaitán”).                    

         No es sobreabundante recordar la actual doctrina legal de la Suprema Corte sobre la prioridad de paso de quién circula por la avenidas, las que –ahora y por mayoría- son consideradas también “las vías de mayor jerarquía a la que se refiere la ley 11430, confiriéndole –junto con las rutas, autopistas, carreteras- prioridad de paso (art.57 inc.2, ap.c ley 11430; S.C.B.A. Ac.79618, 8/6/2005 “Salinas, Marcela c/Cao, Jorge. Daños y Perjuicios”, voto Dr.Roncoroni, al que adhirieron los jueces Dres.Negri, Soria, Genoud y Kogan; esta Sala, causa nº 48.497, cit. 16/08/2005, “Marmolería Sierra Chica S.A....”). En efecto, y en lo pertinente, la mayoría del Superior Tribunal local decidió que “la prioridad de paso de quien arriba a la encrucijada por la derecha desaparece si enfrenta el cruce de una avenida de doble mano, lo que constituye una vía de mayor jerarquía”. Al fundamentar esa conclusión el juez que hizo mayoría argumentó que “la trascendencia de la regla de prioridad de paso que estatuye el art.57 inc.2º de la ley 11430 no puede biseccionarse o fraccionarse en su aplicación y actuación para el conductor de un rodado que circulando por una calle de una sola mano, ingresa a una avenida de doble mano en la que los vehículos que corren sobre la primera mano a surcar se presentan a su izquierda; no es razonable la pervivencia del principio general que llevaría a sostener, por ende, que aquél goza de la prelación al surcar la primera mano de la bocacalle. Pues bajo el hilo conductor de tal razonar, pierde esa preferencia al llegar al centro de la calzada y encontrarse con la otra mano de la Avenida que le presenta, ahora, los vehículos por su derecha, obligándolo a detenerse en la mitad de la encrucijada, obstruir la circulación y erigirse en fuente segura de daños y accidentes” (S.C.B.A. Ac.79618, 8/6/2005, “Salinas, Marcela c/Cao, Jorge s/Daños y Perjuicios”, Juba B27896).                   

         Retomando el hilo respecto de la mecánica del hecho la conducta del menor que conducía el ciclomotor ha sido idónea, según mi parecer, para operar concausalmente en la producción del hecho dañoso (art. 1113, párrafo segundo, segunda parte, Código Civil; arts. 330 inciso 4º, 354 inciso 1º, 375, 384, 457, 474 y concs., C.P.C.C.). En efecto, la norma del Código de Tránsito es clara cuando expresa que el conductor que arriba a una encrucijada debe disponerse a ceder el paso al vehículo que se aproxima por la derecha y si, además, trata de cruzar una vía de mayor jerarquía, antes de ejecutar la maniobra debe “detener la marcha”. Tal exigencia se torna tanto más imperativa como regla precautoria, cuando la vía principal es de doble mano de circulación, como la avenida Carmen de Las Flores. 
       De la prueba rendida no resulta que el menor a cargo del ciclomotor cumpliera con dicha exigencia; por el contrario, circulaba por la calle de menor jerarquía y ejecutó la maniobra de cruce sin adoptar las precauciones propias de quien debe respetar la prioridad de paso concedida al conductor que se aproximaba por la derecha, no se detuvo por tratarse de avenida de doble mano; tampoco tuvo la prevención de aprovechar el sector intermedio del cruce creado por la rambla que separa a dicha arteria (ver fotos y croquis de la causa penal: fs. 2, fs. 18 y fs. 19, fs. 96; arts. 375 y 384, Código Procesal). En ese sentido las fotos de fs. 18/20 de la causa penal, el plano planimétrico de fs. 96, y el croquis pericial de fs. 379 de estos autos son reveladores de que M. disponía de un amplio cono de visibilidad de los vehículos que circulaban por su derecha (esto es, por la avenida de doble mano, con rampa al medio), por lo que “debió ver la camioneta que se aproximaba” (pericia fs. 392; arts. 384 y 474 C.P.C.). Acota el perito que la “ausencia de frenada” (de la moto) se corresponde con la conducta de quien cree que va a pasar con suficiente antelación a quien se aproxima por la perpendicular (sic., fs. cit.). Finalmente los mismos elementos de prueba, y particularmente el croquis planimétrico (fs. 96 causa penal) revelan que el actor no había traspuesto el cruce de la venida cuando fue embestido frontalmente por la camioneta.   

         En función de lo precedentemente expuesto valoro idónea la conducta del menor al mando del ciclomotor para concurrir concausal y objetivamente en la producción del accidente del cual se derivaron los daños materia de este proceso; en consecuencia, juzgo que resulta justo atribuirle un 50% de responsabilidad (arts. 330 inciso 4º, 354 inciso 1º, 375, 384, 457, 474 y concs., C.P.C.C.; arts. 901, 906, 1113, párrafo segundo, segunda parte, Código Civil; Cf. Sala II, causas nº 48.497 cit., 16/08/2005, “Marmolería Sierra Chica S.A....” y nº 46.667, 15/04/2004, “Caparrós...”).  

         En definitiva: la entidad y magnitud de la actuación de ambos conductores es paritaria y contribuyó en partes iguales a producir el resultado. La demandada al transitar a una velocidad de un poco más de 50 km./h., que es notoriamente excesiva con relación a “la velocidad permitida en las encrucijadas que es de 30 km./h. (art.77 inc.6 a ley 11430) ya que la de 60 km./h. es la de desplazamiento por las avenidas y no la de marcha al arribar al cruce con otras arterias (art.77 inc.6 a ley cit.)”. N. acometió el ingreso a una avenida de doble mano omitiendo frenar y verificar que el paso estuviera expedito (arts. 901, 906, 1113 y concs. Cód. Civil), por lo que la demanda debe prosperar en un 50%. 
         IV. 1. Definida la atribución de responsabilidades en el ámbito civil extracontractual, corresponde que aborde los agravios relativos a los rubros que fueron admitidos –respecto de los cuales ambas partes se quejan por distintas razones-; considerando también el “costo de terapia y seguimiento psicológico” que fue omitido (arts. 260, 272 y 273, C.P.C.C.). Los demandados se agravian porque consideran excesivas las cuantificaciones de los rubros admitidos;  en tanto que los actores, por los mismos conceptos, reclaman por estimar exiguas las cantidades fijadas en origen, salvo el daño moral.  

         2. En cuanto a la incapacidad sobreviniente de L. D. C. y M. R. N., la prueba documental e instrumental, historias clínicas y especialmente las pericias médicas practicadas (fs. 262/283, fs. 285/289, fs. 403/434, fs. 213/229 y 304/306); dan cuenta con precisión que dichas incapacidades parciales y permanentes, resultan ser de un 46 % en el caso de R. M. N. y 12,70% en el de L. D. C. (fs. 213/221, 223/229; arts. 384 y 474 C.P.C.).  

         Sobre el tópico tiene decidido este Tribunal que “la integridad psicofísica tiene un valor indemnizable ‘per se’ que no sólo compete las efectivas y concretas ganancias dejadas de percibir, sino que además incluye la afectación vital de la persona en su “mismidad”, individual y social, por lo que a la víctima se le debe resarcir el daño a la salud que repercute en su significación vital”, (esta Sala, 13/2/97, “Viñas Ana M.c/ Pedersen Pablo G.”, L.L.Bs.As.1997-993; causa 47411 “Andriuolo c/ Ferrosur”, del 13/12/04). El daño patrimonial por afectación a la integridad psicofísica, que no es autónomo (S.C.B.A., Ac.L81159, 27/11/02; D.J.J. 164-125; arts.1068 Cód.Civ.), opera como una norma abierta y casi residual ya que con excepción del daño moral, comprende todos los supuestos susceptibles de reparación patrimonial, incluso los daños de salud y a la integridad física y psíquica (C.N.Civ., Sala C, 22/6/04, “Insúa María c/ Chaile Marcela”, R.R.C.y S., año VI-Nº8, Sept.2004, p.84, voto Dr.Posse Saguier; en el mismo sentido: C.N.Civ., Sala C, 5/9/2000, “Moyano Juan c.c. Kraft Suchard de Argentina S.A.”, L.L. 2000-F,989 (43.255-S). La incapacidad sobreviniente incluye, en primer y decidente lugar, la repercusión laboral derivada de la minoración económica en el plano productivo, es decir de lo que la víctima o su familia percibía regularmente antes del hecho ilícito. Pero no se agota allí el resarcimiento sino que comprende además todas las afecciones a los restantes planos individuales y sociales, al margen del desempeño laboral de la persona, y que compromete las áreas individual, familiar y social (esta Sala, causa nº 47.749, 03/03/2005, “Esteban...”).                        

         Respecto su cuantificación, la que fue recurrida por alta y por baja, entiendo que procede incrementarla para ambas víctimas, conforme los casos próximos fallados por el Tribunal y acudiendo a los montos concedidos en casos análogos. En tal sentido, es del caso tener en cuenta –tanto para ponderar este rubro como el daño moral y los gastos médicos- que R. M. N. tiene ahora 25 años (17 años al momento del hecho, conf. fs. 4), que el porcentaje médico-pericial del 46% de incapacidad al que se arribó aplicando el principio de la capacidad restante contempla la fractura y lesiones del húmero derecho (25%), de la octava vértebra dorsal (20%) y del cráneo (10%); con secuelas en la columna dorsal (fs. 215 vta. y foto fs. 220), tres cicatrices en la cara interna del brazo y tres en la cara externa (foto fs. 220 cit.) y una de 3,5 cm. en la pierna, lesiones curadas, con secuelas (fs. 220 vta.; historia clínica fs. 263/283; informes de fs. 288 y 289; fs. 213/222 vta.; arts. 1083, 1086 y concs. Cód. Civil; arts. 165, 384, 474 y concs. C.P.C.). Tengo en cuenta también, que no se acreditó una afección laborativa específica (arts. 375 y 384 C.P.C.), ni otras relaciones de familia, y la incidencia del hecho en su salud psíquica, determinante de una neurosis traumática severa que afecta su personalidad y vida de relación, según da cuenta la pericia psicológica de fs. 327/329. Atendiendo a la entidad y magnitud de esas lesiones y secuelas, físicas y psíquicas procede fijar el monto total en $ 90.000.- en concepto de incapacidad física y psíquica parcial y permanente (arts. 1083, 1078, 1086 y concs. Cód. Civil; 165, 384, 474 y concs. C.P.C.).                                  

         Igualmente cabe considerar a los fines de la cuantificación del daño extrapatrimonial –sólo apelado por alto por la demandada- que estuvo 5 días internado en terapia intensiva en el Hospital de Olavarría, que luego fue operado del brazo izquierdo, estando internado 9 días (fs. 218 vta.). Por ello el daño moral cuantificado en $ 8.000.- (y no apelado por la actora) no es elevado, teniendo también en cuenta los antecedentes análogos del Tribunal (arts. 1078, 1083, 1086 y concs. Cód. Civil; arts. 165, 384 y concs. C.P.C.). No es ocioso recordar que en la causa precitada –entre otras- esta Sala consideró que el daño moral consiste en “la lesión en los sentimientos que determina dolor o sufrimientos físicos, inquietud espiritual o agravio a las afecciones legítimas y en general toda clase de padecimientos susceptibles de apreciación pecuniaria” (Bustamante Alsina, “Teoría General de la responsabilidad civil”, cit.p.205), y que “se traduce en el sentimiento de dolor que experimenta la víctima o sus parientes, generalmente en los delitos que lesionan los bienes personales –vida, integridad física o moral, honor, libertad”, (Orgaz, Alfredo “El daño resarcible”, ps.223,242)” (conf. esta Sala, causa nº 47.749 cit., 03/03.2005, “Esteban...”).                                    

         Para el caso de los daños reclamados por L. D. C. deben computarse su edad (18 años a la fecha, 11 años al momento del accidente, ver fs. 5) y que el porcentaje de incapacidad total y permanente es del 12,70% al que también se llegó atendiendo al criterio pericial médico de la capacidad restante, considerando la fractura del cráneo con pérdida de conocimiento (10%) y las heridas (3%) -herida en el codo y en el antebrazo derecho, en el muslo y rodilla derechos, curados y con secuelas- (fs. 223/229 vta.; historia clínica fs. 285/287; informes fs. 288 y fs. 289; fs.403/434).                     

         Añado también la ausencia de prueba, repercusión laborativa concreta y específica y la de otras relaciones de familia (arts. 165 y 384 C.P.C.) y que el hecho incidió en su psiquismo –aunque no consolidado como enfermedad o patología psíquica-, situación recuperable mediante tratamiento psicológico adecuado (dictamen fs. 325/326; arts. 384 y 474 C.P.C.). Por ello, y conforme los mismos parámetros, la suma de $ 20.000.- por incapacidad es cóngrua.                                   

         Finalmente, y atendiendo a los hechos y secuelas extrapatrimoniales descriptas no es elevado el daño moral cuantificado en $ 4.000.- y no apelado por la actora, considerando también que estuvo internado durante 7 días (arts. 1078 y 1083 Cód. Civil y 165 y 384 C.P.C.).    
         3. Los accionante se agravian porque el Juzgador omitió la reparación solicitada por “tratamiento psicológico”. Cabe recordar que el daño psicológico –lo ha dicho este Tribunal- “consiste en la modificación o alteración la personalidad que se expresa a través de síntomas, inhibiciones, depresiones, bloqueos, etc. y cuya forma más acabada de acreditación es el informe psicopatológico” (cf. esta Sala, causas nº 39.345, “Saloiña...” y nº 45.795, “Gancedo...”) y no constituye un daño autónomo sino que puede constituir un daño material –en el rubro incapacidad- o en un daño moral (cf. esta Sala, causa nº 42.502, 29/05/01, “Condorelli...”), constituyendo los gastos de tratamiento psicológico un daño material (cf. esta Sala, causa nº 47.844, 24/02/05, “Villarreal...”, voto Dr. Peralta Reyes).  

         Juzgo que les asiste la razón a los apelantes en que se omitió computar los gastos y erogaciones para la atención psicológica de las víctimas. En efecto, la pericia psicológica realizada en autos acredita que L. D. C. y R. M. N. requieren de terapia y seguimiento (fs. 325/326, fs. 327/329 y fs. 344/346). Con relación al primero (C.), la experta ha señalado su fragilidad por carencia de recursos internos para sufrir un acontecimiento traumático como el accidente de tránsito; observándose patologías de desvalimiento, estructura construida a partir del trauma vivenciado (exceso defensivo, angustia automática, dificultades para proyectar, sobreadaptación); aconseja terapia a fin de prevenir futuras derivaciones, como adicciones, enfermedades psicosomáticas, agresividad, violencia; estima necesario “seis meses de trabajo intensivo, con seguimiento mensual durante tres años” (sic. fs. 326 –cuando alude a “tratamiento intensivo” se entiende así a dos sesiones por semana a $ 35.- cada una, según lo estima- y una sesión por mes durante tres años). 
         En cuanto a N. ha sido detectada una neurosis traumática severa que ha modificado su personalidad y alterado su desarrollo; se aconseja en forma urgente un tratamiento psicoterapéutico y psicopedagógico; se estiman tres entrevistas semanales durante tres años y seguimiento posterior (fs. 328). Aclaro así que computo el mismo valor informado para su hermano ($ 35.- por sesión y durante ese lapso). Por lo que llevo expresado, la queja amerita recepción, admitiéndose como daño material resarcible el costo de las terapias y seguimientos aconsejados por la experticia (arts. 330 inciso 4°, 354 inciso 1°, 375, 384, 457, 474 y concs., C.P.C.C.; arts. 901, 1113 y concs., Código Civil). Los montos por los cuales prospera, según las pautas brindadas por la experta en su dictamen y que además pondero en ejercicio de la facultad otorgada por la ley ritual (art. 165, Código citado), me deciden a fijar la suma de $ 2.940.- para L. D. C. y la suma de $ 15.120.-, para R. M. N. (arts.1083, 1086 y conos. Cód.Civ.).

         4. Resta tratar los agravios relacionados con la cuantificación del rubro “gastos de medicamentos, farmacéuticos, prótesis y traslados” (fs. 500 y vta. y fs. 506). En primer lugar, en cuanto a la queja de los demandados, recuerdo aquí lo que ya expresara, en el sentido que el embate es técnicamente insuficiente para demostrar el exceso que habría cometido el señor Juez “a quo” al conceder la cantidad pretendida.

         Los actores apelantes, en cambio, se han limitado a explicitar su insatisfacción por la discordancia en que incurrió el Juzgador; que se advierte y denuncian que existe entre los fundamentos del considerando segundo (fs. 475 vta.), las conclusiones y dispositivo (fs. 476 y fs. 476 vta./477). En efecto, el rubro prospera por la cantidad de $ 3.500 (fs. 476 y 476 vta./477), mientras al tratar la admisibilidad del rubro (fs. 475 vta.), el señor Juez expresó “…por lo que estimo dichos gastos en la suma de tres mil quinientos pesos por cada uno ($ 3.500).”    

         Se trata evidentemente de un error que debe ser subsanado, siendo el recurso de apelación la vía idónea. Por otra parte se trata de un rubro cuya procedencia no ha sido cuestionada, quedando circunscripto el embate a su cuantificación (art. 260, C.P.C.C.). Corresponde en consecuencia admitir el agravio, debiendo ser resarcido el daño material, es decir, los gastos en que debió incurrir la madre de los menores para proveer a su tratamiento con motivo de las acreditadas lesiones graves y leves que produjo el accidente de tránsito (arts. 165, 330 inciso 4°, 354 inciso 1°, 375, 384 y concs., del C.P.C.C.; arts. 901, 1113 y concs., Código Civil.    

         Por todo lo expuesto, respondo a la primera cuestión juzgando que la sentencia apelada es parcialmente justa. 

         Así lo voto.

         A la misma cuestión, el Señor Juez, Doctor PERALTA REYES, votó en idéntico sentido.                                        

         A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Señor Juez Doctor GALDÓS, dijo:
         Atento lo acordado al tratar la cuestión anterior, demás fundamentos del acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada y lo dispuesto por los arts. 266 y 267 y concs. del C.P.C.C., corresponde, conforme lo expuesto al votar la primera cuestión: modificar el porcentaje de responsabilidad por el cual prospera la demanda que se la admite en el 50% contra las accionadas M.A M. y M.E. Del Giovaninno, y la citada en garantía “Provincia Seguros S.A.”; modificar los montos de los daños que quedan fijados en las sumas siguientes: para R. M. N., por incapacidad parcial y permanente: $ 90.000.-; por gastos por atención psicológica: $ 15.120.- y por daño moral: $ 8.000.-, el que se confirma. Para L. D. C.: $ 20.000.- por incapacidad parcial y permanente; $ 2.940.- por gastos de atención psicológica, y $ 4.000.- por daño moral, el que se confirma y para la progenitora A.M. N. $ 7.000.- por reintegro de gastos de medicamentos, farmacia y traslados, los que se cuantificaron por el total del daño, prosperando todos los rubros por el 50% de esos montos. Las costas de Primera Instancia serán a cargo de los demandados perdidosos (arts. 68 C.P.C. y 1083 Cód. Civil) y las de la Alzada se imponen en el 50% a cada parte atento la forma en que prosperaron los agravios (art. 68 C.P.C.). Difiriendo la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 del Decreto/Ley 8.904/77).   

         Así lo voto.                        

         A la misma cuestión, el Señor Juez, Doctor PERALTA REYES, votó en igual sentido.
         Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:

- S  E  N  T  E  N  C  I  A -

       Azul,       de Agosto de 2009.-

          AUTOS Y VISTOS:
                CONSIDERANDO:
                             Por todo lo expuesto, atento lo acordado al tratar las cuestiones anteriores, demás fundamentos del Acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada, y lo dispuesto por los arts. 266 y 267 y concs. del C.P.C.C., MODIFÍCASE el porcentaje de responsabilidad por el cual prospera la demanda y ADMÍTESELA en el 50% contra las accionadas M.A M. y M.E. Del G., y la citada en garantía “Provincia Seguros S.A.”; MODIFÍCANSE los montos de los daños que quedan fijados en las sumas siguientes: para R. M. N.: por incapacidad parcial y permanente: $ 90.000.-; por gastos por atención psicológica: $ 15.120.- y por daño moral: $ 8.000.-, el que se confirma. Para L. D. C.: $ 20.000.- por incapacidad parcial y permanente y $ 2.940.- por gastos de atención psicológica y $ 4.000.- por daño moral, el que se confirma y para la progenitora A.M. N. $ 7.000.- por reintegro de gastos de medicamentos, farmacia y traslados, los que se cuantificaron por el total del daño PROSPERANDO todos los rubros por el 50% de esos montos. IMPÓNENSE las costas de Primera Instancia a los demandados perdidosos y las de la Alzada en el 50% a cada parte atento la forma en que prosperaron los agravios. DIFIÉRESE la regulación de honorarios para su oportunidad. REGÍSTRESE. NOTIFÍQUESE por Secretaría y DEVUÉLVASE. 
Fdo.: Dr.Víctor Mario Peralta Reyes – Presidente – Cámara Civil y Comercial – Sala II – Dr.Jorge Mario Galdós - Juez – Cámara Civil y Comercial – Sala II. Ante mí: Dra.María Fabiana Restivo – Secretaria – Cámara Civil y Comercial – Sala II.--------
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